ARANCEL JUDICIAL/ No exención de pago/ Proceso ejecutivo no varía su calidad por haber sido iniciado a continuación de un ordinario
“No encuentra entonces la Sala cómo decir que no se está frente a un proceso ejecutivo cuando uno de esa clase fue el que se tramitó a solicitud de la actora para obtener el pago de las sumas a que resultó condenada la demandada en proceso ordinario (…) 

De esa manera las cosas, para la Sala no tienen acogida los argumentos de la recurrente en cuanto estima que se está frente a un proceso ordinario, en el que no procede la fijación del arancel judicial. Aquel a que se refiere terminó con la sentencia de segunda instancia que dictó este Tribunal y que fue la que constituyó el título fundamento de la ejecución.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, febrero cinco de dos mil dieciséis
Expediente No. 66001-31-03-005-2007-00068-07
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la sociedad Universo Farmacéutico S.A., frente al auto proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 23 de julio de 2015, en el proceso ejecutivo que instauró la impugnante contra la sociedad Procaps S.A.

ANTECEDENTES 

El 22 de febrero de 2012 la Sala de Decisión Civil Familia de este Tribunal dictó sentencia de segunda instancia en el proceso ordinario que se tramitó entre las partes atrás citadas. En ella se modificaron las cuantías de las condenas impuestas a la sociedad demandada y se le condenó a pagar a la sociedad demandante, en el término de cinco días, las sumas de $202.448.081, $431.079.289 y $6.947.169.03. 
El 17 de mayo de 2013 la mandataria judicial de la parte actora solicitó se librara mandamiento ejecutivo por esas cifras, a lo que accedió el juzgado de primera instancia por auto del 31 de mayo de 2013, proveído en el que también libró orden de pago por $31.574.000 por concepto de las costas liquidadas en esa sede.

El 26 de noviembre de 2013, esta Sala, con motivo del recurso de apelación interpuesto por la sociedad ejecutante, adicionó la orden compulsiva y libró orden de pago también por los intereses al 0.5% mensual sobre cada una de las sumas ya mencionadas.

Vencido en silencio el término otorgado a la sociedad demandada para pagar o formular excepciones, el 7 de febrero de 2013 se ordenó seguir adelante la ejecución.
Por auto del 23 de julio del año pasado se declaró terminado el proceso por pago total de la obligación y se ordenó que la parte ejecutante cancelara el arancel judicial, tal como lo ordena la Ley 1394 de 2010.
Inconforme con esa última decisión, la apoderada que representa a la demandante interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación.

Mediante proveído del 2 de septiembre del año anterior, decidió el juzgado no reponer el auto impugnado y concedió la alzada.

En esta sede, alegó la recurrente que la base para imponerle la obligación de cancelar la suma de $14.670.835.57, por concepto de arancel judicial, fue la Ley 1394 de 2010. Según la recurrente, la normatividad en cita rigió desde el 12 de julio de ese año hasta el 14 de julio de 2013, cuando fue derogada por la Ley 1653 de 2013.  Esta nueva legislación, fue declarada inexequible a partir del 19 de marzo de 2014 según la sentencia C-169 de la misma fecha. 
Explicó entones que la Ley 1394 de 2010 entró de nuevo en vigencia el 20 de marzo de 2014, por lo que considera que el fundamento del auto recurrido es contrario a la interpretación de las leyes en el tiempo, pues se aplicó la ley que no regía para cuando este asunto empezó. Transcribió jurisprudencia del Consejo de Estado sobre la reviviscencia de las normas derogadas y concluyó que en el caso concreto, cuando se profirió la sentencia de segunda instancia, regía aquella ley, que no contempla el arancel judicial para los procesos ordinarios declarativos, y para el 7 de febrero de 2014, fecha en la que se ordenó seguir adelante la ejecución, estaba vigente la Ley 1653 de 2013 que consagró un régimen de transición, el que tampoco es aplicable al caso porque “no se trata de una sentencia de condena en proceso ejecutivo, sino de un auto de trámite que ordena pagar como se ordenó en el  mandamiento de pago que deviene de un proceso ordinario declarativo”; la decisión atacada es contraria a la ley, pues se aplicó a un proceso de esta última clase; el auto que ordena seguir adelante la ejecución en cumplimiento del artículo 507 del Código de Procedimiento Civil, “no es una condena sino un auto de trámite” que no decide de fondo; el despacho “deja ver claramente una confusión en el ejercicio del artículo 355 del CPC con un proceso ejecutivo civil o comercial” que autoriza la ejecución de la condena impuesta en un proceso ordinario, sin necesidad de reparto, ni de presentar demanda, lo que significa que es un trámite dentro del mismo proceso, con el fin de obtener el pago incumplido y por tanto, se trata de un mero escrito que no contiene pretensiones y por ello, para establecer la cuantía del arancel judicial, el juzgado tuvo que acudir a la condena impuesta en el proceso ordinario. Insiste en que no se está frente a un proceso ejecutivo porque además las excepciones que pueden proponerse están limitadas; en este caso ni siquiera se propusieron y por eso “se culminó con un auto” y no con una sentencia de condena. Permitirse al demandado pagar cuando quiera, afirma, no puede perjudicar a la demandante y de acuerdo con la posición del juzgado, debe acudirse a un proceso ejecutivo y descontarse el arancel judicial, lo que reduce la suma a recibir.
Solicita se revoque la decisión impugnada y se declare que no hay lugar a pagarlo.
La parte demandada no se pronunció.

CONSIDERACIONES 

Es del caso decidir si en este caso se fijó el arancel judicial en un proceso ejecutivo o en uno ordinario declarativo, este último exento de él de acuerdo con la Ley 1394 de 2010 y si es esta la que debe aplicarse para establecerlo.
En materia de procedimiento, se tendrán en cuenta las normas del Código de Procedimiento Civil, de acuerdo con el numeral 5º del artículo 625 del Código General del Proceso que empezó a regir el 1º de enero de este año.

La Ley Estatutaria 1285 de 2009, en el artículo 2º, modificó el 6º de la ley 270 de 1996 y dijo: “Gratuidad. La administración de justicia será gratuita y su funcionamiento estará a cargo del Estado, sin perjuicio de las agencias en derecho, costas, expensas y aranceles judiciales que se fijen de conformidad con la ley.”  
La Ley 1394 de 2010 reguló el arancel judicial que se define en el artículo 1º como “una contribución parafiscal destinada a sufragar gastos de funcionamiento e inversión de la administración de justicia” y en el artículo 3º dispuso que se genera en procesos ejecutivos. Es decir, no incluye otros de diferente naturaleza como los ordinarios.

Esa ley fue derogada por la 1653 del 15 de julio de 2013, que en el artículo 13 estableció un régimen de transición, así: “El Arancel Judicial de que trata la presente ley se generará a partir de su vigencia y solo se aplicará a los procesos cuyas demandas se presenten con posterioridad a la vigencia de esta ley.- Las demandas  presentadas con anterioridad a la vigencia de la presente ley, se regirán por las disposiciones previstas en la ley 1394 de 2010 y estarán obligadas al pago del arancel judicial en los términos allí previstos.”
En el caso bajo estudio, el proceso en el que se impuso el pago del arancel judicial, se inició con la solicitud que el 17 de mayo de 2013 presentó la apoderada de la parte actora para que se dictara mandamiento ejecutivo, esta providencia se dictó el 31 de mayo siguiente; es decir, en vigencia de la ley 1394 de 2010. Por tanto, de acuerdo con el régimen de transición que consagró la 1653 de 2013 que comenzó a regir el 15 de julio del mismo año, el asunto se regía por las disposiciones de la primera de tales leyes que ordena imponerlo por el cumplimiento de las obligaciones reclamadas en un proceso ejecutivo de cualquier naturaleza.

Estima sin embargo la impugnante que no se está frente a un proceso de esa especialidad, porque las condenas fueron impuestas en uno  ordinario, al que no se le aplica la referida Ley 1394, argumento que no comparte esta Sala, pues efectivamente fue dentro de un proceso ejecutivo en el que se produjo la satisfacción de las obligaciones que por ese medio se cobraron; cosa distinta es que haya servido como título ejecutivo la sentencia en un proceso ordinario que se tramitó entre las mismas partes, en la que se ordenó a la demandada, pagar a la demandante, las sumas por las que se libró luego la orden de pago.
Esta última providencia se dictó, como ya se dijera, a solicitud de la demandante y así se inició un proceso ejecutivo, distinto del ordinario, aunque a continuación de este, con fundamento en el artículo 335 del Código de Procedimiento Civil que dice: “Cuando la sentencia haya condenado al pago de una suma de dinero…, el acreedor deberá solicitar la ejecución, con base en dicha sentencia, ante el juez del conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada. No se requiere formular demanda, basta la petición para que se profiera el mandamiento ejecutivo de acuerdo con lo señalado en la parte resolutiva de aquélla y, de ser el caso, por las costas aprobadas, sin que sea necesario, para iniciar la ejecución, esperar a que se surta el trámite anterior” (resaltado ajeno al texto original).

No encuentra entonces la Sala cómo decir que no se está frente a un proceso ejecutivo cuando uno de esa clase fue el que se tramitó a solicitud de la actora para obtener el pago de las sumas a que resultó condenada la demandada en proceso ordinario y en el que se cumplieron  las reglas previstas por los artículos 498 y siguientes del Código de Procedimiento Civil para esa clase de asuntos, con las excepciones que consagra el artículo 335 atrás citado y que en términos generales fueron la de librarse el mandamiento ejecutivo; otorgar a la sociedad demandada la oportunidad de proponer excepciones; ante su silencio, disponer que continuara adelante la ejecución y ponérsele término a la actuación por el pago que realizó la parte accionada.
De esa manera las cosas, para la Sala no tienen acogida los argumentos de la recurrente en cuanto estima que se está frente a un proceso ordinario, en el que no procede la fijación del arancel judicial. Aquel a que se refiere terminó con la sentencia de segunda instancia que dictó este Tribunal y que fue la que constituyó el título fundamento de la ejecución.

El hecho de que la ley permita la ejecución por sumas de dinero cuyo pago se ordenó en una sentencia, sin necesidad de una demanda formal, constituye solo un camino expedito para que el acreedor pueda hacer efectivo su derecho, sin mayores requisitos.

Con fundamento en lo discurrido, habrá de confirmarse el auto apelado, sin que haya lugar a imponer condena en costas, las que no se consideran causadas con motivo de la decisión impugnada, que de haber sido revocada, ningún perjuicio causaba a la sociedad demandada.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil - Familia, 

R E S U E L V E
1.- CONFIRMAR el auto proferido el 23 de julio de 2015 por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en el proceso ejecutivo que promueve la impugnante contra la sociedad Procaps S.A.

2.- Sin costas. 
NOTIFÍQUESE,

La Magistrada,
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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